
https://idp.uoc.edu

IDP N.º 41 (octubre, 2024) I ISSN 1699-8154 Revista de los Estudios de Derecho y Ciencia Política1

2024, Clara-Luz Álvarez, José-María Soberanes-Díez, José-Antonio Salazar-Andreu 
de esta edición: 2024, Universitat Oberta de Catalunya

Acceso a la justicia a través de 
demandas electrónicas en México

Clara-Luz Álvarez
Universidad  Panamericana,  México

José-María Soberanes-Díez
Universidad  Panamericana,  México

José-Antonio Salazar-Andreu
Universidad  Panamericana,  México 

Fecha de presentación: junio 2024

Fecha de aceptación: septiembre 2024

Fecha de publicación: octubre 2024

Resumen
Acceder a la justicia a través de medios electrónicos promete acercar la justicia a la ciudadanía. Sin 
embargo, no basta con que los poderes judiciales cuenten con plataformas para el juicio en línea si su 
utilización es marginal. La investigación sobre juicios en línea con apoyo estadístico es escasa. Existe 
una plataforma que permite presentar demandas electrónicamente ante órganos jurisdiccionales de 
la República Mexicana desde cualquier parte del mundo que tenga conectividad a internet. Por lo que 
este artículo analiza la utilización de demandas electrónicas a nivel nacional y a nivel de estados de la 
República Mexicana de 2019 a 2023, así como su correlación con el Producto Interno Bruto per cápita 
de servicios profesionales, científicos y técnicos (PIBpc-SPCyT). Con datos oficiales se: 1) analiza la 
evolución por cada 100 mil habitantes, como proporción del total de demandas y con base en la tasa de 
crecimiento anual compuesta; y 2) se establece la correlación e impacto de las demandas electrónicas 
con el PIBpc-SPCyT. Se halló que existe un incremento constante en el uso de las demandas electróni-
cas y que obedece a distintos factores, así como que hay una correlación directa entre el PIBpc-SPCyT 
y la presentación de demandas electrónicas.
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Introducción

La facilidad o dificultad de acceder a la justicia impartida 
por el Estado a través de procedimientos al alcance de 
todas las personas es de la mayor relevancia. Por lo cual, 
la existencia de plataformas para el juicio en línea de los 
poderes judiciales, que permitan realizar desde la presen-
tación de una demanda de manera electrónica hasta la 
emisión de una sentencia definitiva, son importantes para 
colmar ese derecho humano de acceso a la justicia. No 
obstante lo anterior, la simple existencia de plataformas 
para el juicio en línea no necesariamente trae como con-
secuencia su utilización por parte de la ciudadanía y del 
gremio de la abogacía.

Este artículo se enfoca en el Portal de Servicios en Línea 
(PSL) del Poder Judicial de la Federación (PJF) de la Repú-
blica Mexicana. El PSL es la plataforma a través de la cual 
se pueden presentar demandas electrónicas, mientras 
que las demandas físicas son entregadas en las oficinas 
de correspondencia común del PJF. 

El PSL está disponible para todas las personas que tengan 
acceso a internet desde cualquier lugar en la República 
Mexicana o fuera de ella. Por lo que del lado de la oferta 
o posibilidad de utilizar el PSL, parecen no existir más 
restricciones que el contar con conectividad a internet. En 
cambio, del lado de la demanda, es decir, de quienes pue-
den ser o son usuarias del PSL, existen disparidades que 

merecen atención e investigación. Debe señalarse que no 
existe un análisis típico de mercado al referirnos al PSL, 
pues no hay precio, ni pago en numerario o especie. No es 
impedimento ello, pues resulta útil la analogía de oferta 
(disponibilidad del PSL) y demanda (uso del PSL) para las 
investigaciones que se realicen en cuanto a juicio en línea.

El objetivo del presente artículo es analizar la utilización 
de las demandas electrónicas presentadas ante los órga-
nos jurisdiccionales del PJF, a nivel de estados de la Repú-
blica Mexicana del año 2019 al 2023, así como analizar si 
existe o no correlación entre la presentación de demandas 
electrónicas con el Producto Interno Bruto (PIB) en tér-
minos reales, per cápita, que corresponde a los servicios 
profesionales, científicos y técnicos (PIBpc-SPCyT).

Este artículo es una contribución, al no existir análisis 
publicados sobre el uso de las demandas electrónicas a 
través del PSL, ni estudios sobre el uso del juicio en línea a 
nivel federal o local en la República Mexicana y mucho me-
nos aquellos de correlación con variables. Además, este 
artículo aporta al identificar tendencias en la adopción de 
la presentación electrónica de demandas, al visibilizar la 
disparidad que existe en el empleo del PSL, y en la rela-
ción directa entre la utilización de demandas electrónicas 
con el PIBpc-SPCyT.

Se inicia este artículo exponiendo las premisas jurídicas 
del juicio en línea. Posteriormente, se describen la meto-
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Abstract
Access to justice through electronic means promises to bring justice to citizens. Nonetheless, it is not su-
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dología y fuentes de datos, para continuar con los resulta-
dos y la discusión. Se finaliza con las conclusiones, donde 
además se anotan nuevas líneas de investigación. 

1. Premisas jurídicas del juicio en 
línea

1.1 Acceso a la justicia

No es sencillo definir el derecho de acceso a la justicia. 
Pero tomando el fin que persigue, se trata de la prerro-
gativa que permite a toda persona ejercer sus derechos 
y solucionar sus conflictos por medio del Estado (Cappe-
lletti y Garth,1983, pág. 18), garantizando los derechos de 
todos por igual (Kohen y Birgin, 2006, pág. 15). Se trata de 
la «interdicción de la indefensión» (Vallespin, 2002, pág. 
69), que deviene en algo más que en la mera prestación 
jurisdiccional: es el acceso al Derecho (Cançado, 2012, 
págs. 11-12). 

Analizar el contenido y alcance de este derecho excede 
los propósitos de este trabajo.1 Basta ahora señalar que 
existen diversas barreras en la realidad que impiden su 
eficacia plena (Susskind, 2020, pág. 48). Para superarlas, 
se ha propuesto como una alternativa la justicia electróni-

1. Existe una amplia literatura sobre este punto. Además de los trabajos ya citados, pueden señalarse algunas obras que han abordado este 
derecho en los últimos años:  SEPULVEDA, M.; DONALD, K. (2015). «Beyond legal empowerment: Improving access to justice from the 
human rights perspective». The International Journal of Human Rights, n.º 19, págs. 242-259; BERNALES, G. (2019). «El acceso a la justicia 
en el sistema interamericano de protección de los derechos humanos». Ius et Praxis, vol. 25, n.º 3; BONILLA, D.; COLIN, C. (2019). El acceso 
a la justicia: teoría y práctica desde una perspectiva comparada. Bogotá: Siglo del Hombre Editores; CARVACHO P.; ARRIAGADA, I.; COFRÉ, 
L. (2022). «Acceso a la Justicia: Una Revisión Conceptual de Sus Componentes». Oñati socio-legal series, vol. 12, n.º 2, págs. 354-382; 
MARABOTTO, J. (2003). «Un derecho humano esencial: El acceso a la justicia». Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano, 
págs. 291-301; TOSCANO LÓPEZ, F.  (2013). «Aproximación conceptual al “acceso efectivo a la administración de justicia” a partir de la 
teoría de la acción procesal». Revista de derecho privado de la Universidad Externado de Colombia, vol. 24, n.º 24, págs. 237-257.

2. Véase: BECERRA CHINCHILLA, R (2023). «El reconocimiento de la brecha digital para garantizar el acceso efectivo a la administración 
de justicia civil». Precedente Revista jurídica, vol. 23, págs. 11-35; CERDÁ MESEGUER, J.I. (2020). «La modernización y transformación 
digital de la Administración de Justicia: el papel del Consejo General del Poder Judicial». IDP. Revista de Internet, Derecho y Política, n.º 31, 
págs. 1-12; DE LUIS GARCÍA, E. (2023). «Justicia, inteligencia artificial y derecho de defensa». IDP. Revista de Internet, Derecho y Política, 
n.º 39, págs. 1-12; MARTÍNEZ-CÁRDENAS, B. (2023). «La online dispute resolution, acceso a la justicia y protección de los derechos del 
consumidor en el comercio electrónico: el caso chileno». IDP. Revista de Internet, Derecho y Política, n.º 38, págs. 1-13; MEDINA, E. (2022). 
«Hacia una teoría sobre la e-justice o justicia digital: instrucciones para armar». Revista Mexicana de Derecho Constitucional, n.º 47 págs. 
177-212; MORENO TORRES, M. C. (2021). «Los nuevos entornos tecnológicos y su impacto en la garantía del derecho humano al acceso 
a la justicia: Un enfoque en época de Covid-19». Revista Chilena de Derecho y Tecnología, vol. 10, n.º 1, págs. 309-327; PÉREZ MARTELL, 
Rosa (2023). Acceso a la Justicia y la Tecnología. J.M. Bosch Editor; SUNG, H. (2020). «Can Online Courts Promote Access to Justice? A 
Case Study of the Internet Courts in China». Computer Law & Security Review, n.º 3, 105461; VILALTA NICUESA, A. (2022). «Acceso a la 
justicia y su transición digital hacia una justicia abierta al ciudadano (A2J4all)». Revista General de Derecho Administrativo, n.º 58; WANG, 
L. (2024). «Application of Information Technology in Judicial Field: The Development Model of Online Litigation in China». Computer Law 
& Security Review, n.º 52, 105936.

ca (llamada también digital, virtual, ciberjusticia o e-justi-
ce) y, en concreto, el juicio en línea.2 En la medida en que 
se reconoce el derecho de acceso al internet, se puede 
garantizar por ese medio el acceso a la jurisdicción, pues 
permite reducir costos, mejorar la defensa de las partes, y 
tener una administración de justicia (Álvarez y Soberanes, 
2023, pág. 34).

1.2 Amparo y juicios federales en línea en 
México

México es el país con el mayor número de juzgadores de 
todo el continente americano y ocupa el octavo lugar en 
el mundo (ONUDD, 2013). En este país, desde hace ya al-
gunos años se ha instaurado la posibilidad de llevar jucios 
en línea y de ahí la importancia de analizar la eficacia de 
un sistema de justicia electrónica. 

México tiene una forma de Estado federal, lo que supone 
que existan jurisdicciones locales además de la federal. 
Este trabajo se centra en la federal por tres razones. La 
primera es que solo en este nivel de gobierno existe de 
forma generalizada la justicia electrónica. A nivel local hay 
entidades que cuentan con esa posibilidad y otras que no. 

La segunda es que por la dinámica procesal de esa nación, 
la mayoría de los juicios terminan siendo resueltos por el 
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PJF, aunque se hayan iniciado a nivel local, pues en contra 
de las resoluciones locales se interpone el juicio de ampa-
ro. El amparo es el proceso jurisdiccional de mayor impor-
tancia de los que conoce el PJF. No solo porque supone el 
mayor número de juicios, o porque se trate de asuntos de 
derechos humanos, sino porque es el punto de concentra-
ción de la inmensa mayoría de los procesos jurisdicciona-
les del país (Fix Fierro, 2020, págs. 458-459). Cualquier 
sentencia dictada por los órganos jurisdiccionales de las 
entidades federativas –pertenezcan o no al poder judicial 
local– puede ser impugnada mediante el amparo directo, 
lo que ha hecho cuestionar que exista un verdadero fe-
deralismo en México (Dienheim, 2017, pág. 227; Cárdenas, 
2021, pág. 921), y generado un debate sobre esa forma de 
Estado (Chaires Zaragoza, 2024, e18370).

La tercera razón es que, paradójicamente, nos permite 
tener un conocimiento de las diversas entidades federa-
tivas. Aunque se trate de órganos federales, cuentan con 
una competencia territorial. En el caso de los tribunales 
colegiados de circuito y de los tribunales colegiados de 
apelación, el ámbito geográfico en el que pueden actuar 
se denomina circuito. Actualmente, la mayoría de los cir-
cuitos tienen una correspondencia con una entidad fede-
rativa, lo que nos permite aplicar los datos estadísticos de 
los circuitos a las entidades, como se hace en este trabajo. 

Siendo el amparo la competencia más importante del PJF, 
es lógico que resultara paradigmático que en la Ley de 
Amparo expedida en 2013 se previera la posibilidad de 
tener juicios en línea, pues sería la punta de lanza. Fue 
mediante acuerdos generales conjuntos en que se reguló 
la forma en que se desarrollaría, para lo que se imple-
mentó la Firma Electrónica Certificada del PJF (FIREL), el 
expediente electrónico, y el PSL, y posteriormente se per-
mitió el uso de la firma electrónica (e.firma) del Servicio 
de Administración Tributaria para facilitar la actuación en 
los juicios de quienes no tenían FIREL.

Estas normas impulsaron la creación de  una infraestruc-
tura digital que fue relevante para permitir su uso en otros 
juicios que conoce el PJF, como son los mercantiles, los pe-
nales, los civiles o los laborales, cuyas normas procesales 
no preveían la justicia digital, pero en los que resultaban 
necesarias dadas las condiciones sociales vividas por la 
pandemia suscitada por el virus SARS-CoV-2. 

3. También conocida como tasa de crecimiento media anual.
4. Los porcentajes se calcularon con información contenida en INEGI (2020).

2. Metodología y fuentes de datos

Las fuentes de datos y metodología las dividimos en dos 
etapas. La primera etapa respecto a las demandas elec-
trónicas por entidad federativa por cada 100,000 habitan-
tes y la proporción respecto del total de demandas, así 
como la tasa de crecimiento anual compuesta (TCAC)3 de 
los años 2019 a 2023. 

Dado que los resultados arrojaron diferencias entre las 
entidades federativas y su evolución en el tiempo de 
2019 a 2023 no se explican con la simple observación de 
la evolución de los indicadores a nivel nacional ni por la 
ubicación geográfica de cada entidad federativa, en una 
segunda etapa decidimos buscar la relación con distintas 
variables observables en el periodo analizado y cuya 
información estuviera disponible para las 32 entidades 
federativas. 

2.1 Primera etapa

Los datos utilizados fueron obtenidos del Consejo de la Ju-
dicatura Federal (CJF) (CJF, 2024) a través de solicitudes 
vía la Plataforma Nacional de Transparencia. Las cifras 
muestran el número de demandas físicas y electrónicas 
recibidas por el CJF por año, del 2019 al 2023, por cada 
uno de los 32 circuitos en los que se divide la República 
Mexicana. Las demandas pueden ser demandas de juicios 
de amparo, así como aquellas civiles, mercantiles y labo-
rales federales.

Cada circuito corresponde a una entidad federativa, con 
excepción de un municipio de Veracruz (Coatzacoalcos) 
que está en el circuito de otra entidad federativa. Este he-
cho no afecta a los resultados de esta investigación debido 
a que el uso de las demandas electrónicas está asociado a 
la población que habita en una cierta demarcación territo-
rial y los habitantes de Coatzacoalcos solo representan un 
3,9 % de la población del Estado de Veracruz y un 12,9 % 
de la población del Estado de Tabasco. Por consiguiente, 
el impacto de estas magnitudes no es significativo para 
modificar las tendencias que representan a la totalidad de 
las dos entidades federativas mencionadas.4

Con el fin de hacer un análisis de las diferencias en la evolu-
ción del uso de las demandas electrónicas en cada entidad 
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federativa, se utilizó el indicador de demandas electrónicas 
presentadas por cada cien mil habitantes. Este nos permite 
hacer comparables las cifras entre entidades federativas 
de distintos tamaños poblacionales, tales como el Estado 
de México que cuenta con casi 18 millones de habitantes y 
Colima que no llega a los 750 mil habitantes.5

Asimismo, otro indicador que nos permite realizar compa-
raciones entre entidades federativas de distintos tamaños 
poblacionales y además medir la importancia relativa del 
uso de las demandas electrónicas es el porcentaje que 
estas representan del total de demandas. Por lo cual se 
realizaron los cálculos respectivos para obtener dichos 
porcentajes. 

La TCAC es una herramienta para medir el ritmo del in-
cremento o decremento de un indicador, dato o variable, 
en un periodo determinado, expresado en porcentaje. En 
consecuencia, esta tasa considera el crecimiento que, a 
partir de un valor inicial, es necesario que experimente 
la magnitud estudiada para alcanzar el valor final, consi-
derando los cambios de valores que se van modificando 
en los periodos intermedios. A manera de ejemplo, para 
que una variable duplique su tamaño en 10 años, la TCAC 
inherente es, aproximadamente, de 7,18 % (BBVA, 2024).

2.2 Segunda etapa

En atención a que las demandas electrónicas se presentan 
por abogados o firmas de abogados –en representación 
de sus clientes–, la variable seleccionada fue el PIB en 
términos reales (para evitar la distorsión que puede oca-
sionar la inflación), per cápita, que corresponde a los ser-
vicios profesionales, científicos y técnicos (PIBpc-SPCyT),6 
que incluye el valor agregado que aportan los servicios 
legales prestados por profesionistas, por habitante, para 
representar la productividad promedio de estos servicios 
en cada entidad federativa.7 La fuente de información de 
la variable PIBpc-SPCyT proviene de INEGI (2024-2).

Debe señalarse que el 90,7 % del personal ocupado en los 
servicios profesionales, científicos y técnicos corresponde 
a prestadores de servicios legales, de acuerdo con cálcu-
los propios elaborados a partir de Secretaría de Economía 

5. INEGI (2024-1), cifras al 4° trimestre.
6. El último año disponible de información para las 32 entidades federativas es 2022.
7. Se asume que a mayor productividad, los prestadores de servicios legales tienen más medios y, por lo tanto, mayor capacidad de gestión 

para prestar servicios telemáticos.

(2024), por lo que las tendencias y magnitudes de ambos 
son prácticamente iguales.

Se utilizaron los análisis de correlación y de regresión, 
pues de acuerdo con Gujarati (1992), el objetivo principal 
del primero es medir la fuerza o el grado de asociación en-
tre dos variables y el segundo intenta estimar o predecir 
(explicar) el valor promedio de una variable con base en 
los valores fijos de otras variables.

En las diversas actividades humanas, muchos aconte-
cimientos pueden explicarse utilizando la similitud en el 
cambio de dos o más variables que son medibles y ob-
servables (p. ej. la relación entre la estatura y el peso de 
las personas). El valor de algunas variables no puede ser 
determinado con exactitud pues dependen del azar (p. ej. 
el precio de un bono en el futuro o si mañana lloverá). A 
estas variables se les conoce como variables aleatorias o 
estocásticas.

En el modelo de regresión lineal simple se supone que una 
variable tiene influencia en el valor de otra variable (p. ej.  
la estatura influye en el peso de una persona). En adición, 
en los resultados de los modelos de regresión simple se 
incluye la correlación, por lo que al momento de estimar 
la regresión se obtendrá también el análisis de correla-
ción entre las dos variables. A continuación se muestra 
esquemáticamente la forma de un modelo genérico de 
regresión simple:

De acuerdo con Gujarati (1992), las condiciones de éxito 
del modelo son tres:

1. Que el error uj sea mínimo y completamente imprede-
cible. Esto es la clave de todo.
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2. Que los coeficientes estimados b
0
, b

1
, …, b

k
 sean distin-

tos de cero, con un cierto nivel de certeza.

3. En regresión lineal simple se necesitan al menos 30 da-
tos para que el teorema del límite central se aplique y 
entonces el comportamiento de las variables aleatorias 
sea convergente con la distribución normal que permi-
te asumir que se conocen la media y la varianza de la 
muestra y hacer estimaciones con niveles aceptables 
de certeza.

Para entender el nivel y la evolución del uso de demandas 
electrónicas se utilizaron dos modelos:

Modelo 1. Relaciona las demandas electrónicas por cada 
100.000 habitantes con el PIBpc-SPCyT y se aplicará uno 
para cada año entre 2019 y 2022. La ecuación es la si-
guiente:

DE-100.000
i
 = b

0
 + b

1
 PIBpc-SPCyTi + u

i
, 

donde

DE-100.000 = demandas electrónicas por cada 100.000 
habitantes.

PIBpc-SPCyT = PIB real per cápita de los Servicios Profe-
sionales, Científicos y Técnicos

i = 1, 2, …, 32 Entidades federativas de México.

Modelo 2. Relaciona la proporción de demandas electró-
nicas respecto al total de demandas con el PIBpc- SPCyT 
y se aplicará uno para cada año entre 2019 y 2022. La 
ecuación es la siguiente:

%DE
i
 = b

0
 + b

1
 PIBpc-SPCyT

i
 + u

i
, 

donde

%DE = Proporción de demandas electrónicas respecto al 
total de demandas.

PIBpc-SPCyT = PIB real per cápita de los Servicios Profe-
sionales, Científicos y Técnicos

i = 1, 2, …, 32 Entidades Federativas de México.

La hipótesis a comprobar en ambos modelos es la rela-
ción directa entre 1) las demandas electrónicas por cada 

100.000 habitantes o la proporción de demandas respecto 
al total y 2) el PIB real per cápita de los SPCyT. Esto es, 
que la relación sea distinta de cero y sea directa, es decir, 
si aumenta una también lo hace la otra.

3. Resultados

3.1 Demandas electrónicas vs. demandas físicas

Las estadísticas de 2019 a 2023 muestran que a nivel na-
cional las demandas electrónicas en 2019 representaban 
un minúsculo porcentaje de las demandas totales (1,7 %) 
y la Ciudad de México, que tenía el mayor porcentaje de 
demandas electrónicas, sólo alcanzaba el 5 %. 

En 2020 hubo una caída abrupta en el número de deman-
das físicas, que implicó una reducción del 46 % respecto 
a 2019 y que puede atribuirse al cierre de la mayoría de 
los juzgados/tribunales como consecuencia de la pande-
mia de covid-19, en tanto que las demandas electrónicas 
tuvieron un crecimiento del 144% en ese mismo periodo. 

En 2021 y 2022 si bien crecieron las demandas presen-
tadas físicamente, no fueron lo suficiente para recuperar 
el nivel de 2019, quedando un 2 % por debajo; mientras 
que el crecimiento de las demandas electrónicas continuó 
siendo constante e impresionante, pues de 2019 a 2022 
aumentaron casi 400 %.

Figura 1. Total de demandas físicas y electrónicas (2019-2023)

Fuente: elaboración propia con base en información de CJF (2023)

Finalmente, 2023 es el año que muestra claramente una 
tendencia hacia el decrecimiento en el número de deman-
das presentadas físicamente, el número correspondiente 
a 2023 es un 5 % inferior al de 2019. Por el contrario, las 
demandas electrónicas en 2023 son un destacable 836 % 
superiores a las del 2019. Debiendo señalar que, con dife-
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rentes niveles de crecimiento en el número de demandas 
electrónicas, en todas las entidades federativas continuó 
el incremento de las demandas presentadas electrónica-
mente. En la figura 1 se puede apreciar la evolución de las 
demandas en el periodo estudiado.

3.2 Demandas electrónicas por cada    
100 mil habitantes

En 2019 las demandas electrónicas a nivel nacional eran 
de 26,3 por cada 100 mil habitantes, mientras que para 
2023 fueron de 238,4, lo que implica que este indicador 
tuvo una TCAC de 73,5 %. 

En el periodo 2019 a 2023, la Ciudad de México inició y con-
cluyó con el mayor número de demandas por cada 100 mil 
habitantes, mientras que Hidalgo fue la de menor número de 
demandas por cada 100 mil habitantes en 2019 y en 2023, 
como se puede apreciar en la figura 2. Cabe resaltar las 
grandes diferencias que hay entre la entidad federativa con 
más y con menos demandas electrónicas por cada 100 mil 
habitantes. El indicador correspondiente a todas las demás 
entidades federativas se encuentra entre estos dos extremos.

Figura 2. Demandas electrónicas por cada 100.000 haitantes (2019-
2023)

Fuente: elaboración propia con base en información de CJF (2023) e INEGI 
(2024-1)

3.3 Porcentaje de demandas electrónicas del 
total de demandas

Como se muestra en la figura 3, en 2019 la importancia 
de las demandas electrónicas era muy pequeña, pues solo 
representan el 1,7 % del total. No obstante, el crecimiento 
del uso de demandas electrónicas ha sido considerable y 
en 2023 el indicador llegó al 14,7 %. Lo anterior significa 
que en 2019 poco menos de 1 de cada 50 demandas eran 
electrónicas y solo 4 años después, 1 de cada 7 demandas 
lo fueron. El incremento implica una TCAC de 71,2 %.

Al realizar el análisis detallado, por entidad federativa, de 
la evolución de este indicador, destacan los casos de Quin-
tana Roo y Coahuila en cuanto al porcentaje de demandas 
electrónicas, pues Quintana Roo tuvo un crecimiento 
similar al nacional de 2019 a 2022, dando un salto de casi 
el doble de 2022 a 2023 lo que amerita una investigación 
en sí misma para saber si existió algún evento o coyuntura 
que provocara ese incremento, lo cual excede del alcance 
de esta investigación.

En contraste, Coahuila no solo partió de un indicador casi 
4 veces más pequeño al promedio nacional, sino que su 
crecimiento fue más modesto, de manera que en 2023 so-
lamente 6 de cada 100 demandas se tramitan de manera 
electrónica.

Figura 3. Proporción de demandas electrónicas –% del total de 
demandas – (2019-2023)

Fuente: elaboración propia con base en información de CJF (2023) 

3.4 Demandas electrónicas y el PIB real per 
cápita de los servicios profesionales, 
científicos y técnicos

La tabla de resultados obtenidos de cada uno de los dos 
modelos de las regresiones se presentan en el Anexo, jun-
to con las explicaciones de mérito, por lo que enseguida se 
presenta la síntesis de los resultados.

Existe correlación positiva entre el PIBpc-SPCyT y las 
demandas electrónicas presentadas, tanto si se considera 
por cada 100.000 habitantes como en proporción del total 
de demandas. Esta correlación reflejó un importante gra-
do de asociación entre las variables. 

Además, la razón de cambio es estadísticamente signifi-
cativa entre las variables, lo que implica que existe una 
relación directa. Por lo cual un aumento en la producti-
vidad promedio de los prestadores de servicios legales 
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aumentará tanto el número de demandas electrónicas por 
cada 100.000 habitantes como la proporción de deman-
das electrónicas sobre el total de demandas.

Figura 4. Relación entre las demandas electrónicas por cada 100.000 
habitantes y el PIB real per cápita correspondiente a los servicios 
profesionales, científicos y técnicos

Fuente: elaboración propia con base en información de CJF (2023) e INEGI 

(2024-3) 

4. Discusión

Las demandas presentadas físicamente –tanto a nivel na-
cional como por entidad federativa– se están reduciendo 
de manera constante. La tendencia del crecimiento de las 
demandas presentadas electrónicamente a través del PSL 
es clara y manifiesta, sin embargo, la magnitud de dicho 
crecimiento es dispar entre entidades federativas.

Es cierto que la pandemia de covid-19 forzó la adopción 
de las demandas electrónicas porque la mayoría de los 
juzgados/tribunales estaban cerrados a nivel recintos 
judiciales, pero continuaron recibiendo demandas elec-
trónicas. Consideramos que la tendencia al alza en las 
demandas electrónicas pasada la clausura de juzgados y 
la pandemia, puede deberse a:

• Que para acceder al PSL para presentar demandas 
electrónicas, promociones y consultas de expedientes, 
pueden utilizarse tanto la FIREL (firma electrónica que 
proporciona el CJF por medio de un sencillo trámite 
que se hace por medios electrónicos) como la e-firma 
que otorga el Servicio de Administración Tributaria;

• La conveniencia y facilidad de presentar las demandas 
electrónicas en cualquier computadora con acceso a 
internet, sin importar la ubicación geográfica de quien 

interpone la demanda, ni aquella del juzgado/tribunal 
competente que debe recibirla;

• La disponibilidad del PSL las 24 horas del día y los 365 
días del año;

•  La reducción de costos y de tiempo por 1) la ausen-
cia de necesidad de entregar copias de la demanda 
y anexos para las demás partes en el procedimiento, 
y 2) traslado al lugar de la oficialía de partes para 
presentarse físicamente, ya sea que esté en la misma 
ciudad o en otra ciudad distinta a donde reside la per-
sona que interpone la demanda.

No sorprende que la Ciudad de México haya iniciado y fi-
nalizado con el mayor número de demandas electrónicas 
por cada 100 mil habitantes, pero sí existen interrogantes 
de por qué otras entidades federativas como el Estado 
de México que colinda con la Ciudad de México y tiene 
el segundo lugar de mayor PIB como entidad federativa 
ocupó el lugar 29 en 2023. 

Las 3 entidades federativas con mayor porcentaje de 
demandas electrónicas en 2023 fueron del sureste de la 
República Mexicana, Quintana Roo, Yucatán y Chiapas, 
que en los tres casos crecieron de manera destacada de 
2022 a 2023. Es posible que exista alguna relación con 
eventos de coyuntura en el sureste mexicano (p. ej. la 
construcción del Tren Maya que cruza por esas entidades 
federativas además de Campeche) o la presentación masi-
va de demandas electrónicas por algún grupo corporativo, 
por ejemplo.

En cuanto a la TCAC, esta fue de 73,5 % y de 71,2 % respec-
to de demandas electrónicas por cada 100.000 habitantes 
y de proporción del total de demandas, respectivamente. 
Si bien la menor TCAC de Ciudad de México se entiende, 
pues, es la entidad que inició con más demandas elec-
trónicas de la República Mexicana, las diferencias entre 
las TCAC de las entidades federativas deben ser materia 
de nuevas investigaciones para analizar los factores que 
pueden orientar hacia una política pública que incentive 
el uso de medios electrónicos en los juicios ante el PJF.

La correlación positiva entre el PIBpc-SPCyT con las de-
mandas electrónicas y la relación directa entre variables, 
muestra que el uso del PSL –que facilita el acceso a la 
justicia y reduce costos– está relacionado y se explica por 
la productividad de los prestadores de servicios legales 
que hay en cada entidad federativa, siendo la capital del 
país el caso más destacable. 
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En este sentido, para un mejor aprovechamiento de la 
justicia digital no solo será relevante contar con una plata-
forma robusta, segura, de fácil acceso y uso como la PSL 
(lado de la oferta), sino que deberá buscarse incentivar 
a las personas que prestan servicios legales para su uti-
lización como el medio principal para la presentación de 
demandas electrónicas y seguimiento de los juicios ante 
el PJF (lado de la demanda).

Conclusiones

Hay límites a la investigación de los juicios en línea por 
la escasa información estadística disponible de las de-
mandas electrónicas de manera desagregada (p. ej. por 
materia, si la persona demandante es una persona física o 
persona moral). No obstante ello, la información obtenida 
para esta investigación permitió encontrar una tendencia 
constante de crecimiento en la presentación de demandas 
de manera electrónica respecto de aquellas presentadas 
físicamente. Esta tendencia ciertamente continuará.

Los factores que deben haber contribuido a la mayor uti-
lización del PSL a través de la presentación de demandas 
electrónicas son: 1) facilidad de obtención de las firmas 
electrónicas para presentar demandas electrónicamente; 
2) presentación de las demandas electrónicas 24 horas 
del día y los 365 días a la semana, desde cualquier ubi-
cación geográfica que cuente con una computadora y 
acceso a internet; y 3) reducción de costos y tiempo.  

Si bien en todas las entidades federativas hubo crecimien-
to en la presentación de demandas electrónicas a través 

del PSL –ya sea medidas por cada 100 mil habitantes o en 
porcentaje respecto del total de demandas–, debe desta-
carse la disparidad entre las distintas entidades federati-
vas que no encuentran una respuesta sencilla, ni unívoca. 

La TCAC se incrementó tanto por cada 100 mil habitantes 
como de la proporción de demandas electrónicas. Sin 
embargo, deben investigarse los casos más extremos con 
la finalidad de encontrar variables y tendencias de la evo-
lución de las demandas electrónicas. 

El nivel de productividad de los prestadores de servicios 
legales medido por el PIBpc-SPCyT tiene una incidencia 
directa con el uso de las demandas electrónicas, por lo 
que para una mayor adopción de la justicia digital debe 
atenderse a sus principales usuarios, los prestadores de 
servicios legales. 

Finalmente, destacar que este artículo debe ser un punto 
de partida para futuras investigaciones, pues el análisis 
estadístico con distintas variables puede aportar factores 
que impulsen o inhiban la adopción del juicio en línea, 
contribuyendo a encontrar soluciones para incrementar 
la utilización del juicio en línea y hacer posible un más 
efectivo acceso a la justicia, cercano a la ciudadanía.

Anexo

A continuación se presentan los resultados obtenidos al 
utilizar la herramienta de análisis de datos para elaborar 
regresiones de Microsoft Excel 2019.

Tabla 1. Comparativa de los enfoques legislativos

Modelo Año b
1

Error 
estándar t Prob. Rechazo (b

1
 

= 0)
Coef. de 

correlación

1

2019  0,009497 0,000863 11,0006 0,000000 Sí (b1>0) 89,5 % 

2020 0,015043 0,001435 10,4836 0,000000 Sí (b1>0) 88,6 % 

2021 0,029533 0,002648 11,1526 0,000000 Sí (b1>0) 89,8 %

2022 0,026500 0,002616 10,1320 0,000000 Sí (b1>0) 88,0 %

2

2019 0,000002 0,000000 6,3215 0,000001 Sí (b1>0) 75,6 % 

2020 0,000005 0,000001 5,1243 0,000020 Sí (b1>0) 68,3 % 

2021 0,000006 0,000001 5,0147 0,000022 Sí (b1>0) 67,5 % 

2022 0,000004 0,000001 4,2989 0,000167 Sí (b1>0) 61,7 % 

Fuente: elaboración propia
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En todos los casos existe correlación positiva y superior al 
60 % por lo que existe un importante grado de asociación 
entre las variables. En el caso de las demandas electró-
nicas por cada 100,000 habitantes el nivel es superior y 
decreciente, pues disminuye de 89,5 % a 88,0 % entre 
2019 y 2022, en el caso de la proporción de demandas 
electrónicas sobre el total, el nivel es poco más bajo y 
también decrece, de 75,6 % a 61,7 % en el mismo periodo.

Asimismo, en todos los casos de los coeficientes b
1
 esti-

mados –que nos proporcionan la razón de cambio entre 
las variables–, son significativamente diferentes de cero y 
son positivos. Esto implica una relación directa entre las 
variables. De esta forma, ante un aumento en la producti-

vidad promedio de los prestadores de servicios legales (no 
olvidemos que representan más de un 90 % de ese sector 
del PIB) aumentará el número de demandas electrónicas 
por cada 100.000 habitantes y la proporción de demandas 
electrónicas sobre el total.

El nivel de significancia estadística se obtiene utilizando 
la división del valor del coeficiente estimado entre el error 
estándar (valor t), que para que tenga un nivel de con-
fianza 95 %, debe ser mayor a 1.96. Cabe destacar que en 
todos los casos el valor t es superior a 4.29.
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